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EL JUEZ CONSTITUCIONAL vs. EL PRINCIPIO DEMOCRÁTICO. 

De cómo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, de oficio, sin juicio 
ni proceso alguno, decidió en forma inconstitucional revocarle el mandato 

popular a María Corina Machado, diputada a la Asamblea Nacional 
 

Allan R. Brewer-Carías 

Profesor de la Universidad Central de Venezuela 

 

I. LA ELECCIÓN POPULAR DE LOS DIPUTADOS Y LA EXCLUSIVA 
REVOCACIÓN POPULAR DE SU MANDATO 

Conforme a lo establecido en la Constitución, los diputados que integran la 

Asamblea Nacional en Venezuela, que son electos por el pueblo mediante sufragio 

universal directo y secreto conforme a sus artículo 63 y 186 de la Constitución, “son 

representantes del pueblo y de los Estados en su conjunto, no sujetos a mandatos ni 

instrucciones, sino sólo a su conciencia” (art. 201), por lo que su voto en la Asamblea “es 

personal” (art. 201). Dado su origen popular, su mandato sólo puede ser revocado por el 

mismo pueblo que lo eligió en la “circunscripción” respectiva, como también lo indica el 

artículo 197 de la Constitución, siguiendo para ello las previsiones del artículo 72 de la 

misma, donde se regulan los referendos revocatorios de mandatos de elección popular. 

Estas referidas normas regulan parte de la esencia del principio democrático en la 

Constitución, con las consecuencias de que:  primero, el origen democrático de la elección 

popular de un diputado implica que su mandato sólo puede revocarse por el mismo voto del 

pueblo que lo eligió; y segundo, que los diputados, electos por el pueblo, conforme a los 

dictados de su conciencia, deben actuar en beneficio de los intereses del pueblo, atendiendo 

a las opiniones y sugerencias de los electores, ante quienes deben dar cuenta de su gestión 

(art. 197). En sus atribuciones, como se indicó, los diputados no están sujetos a mandatos ni 

a instrucciones de ninguna naturaleza, ni de partidos, ni de bloques o fracciones 

parlamentarias, ni de directiva alguna del parlamento, ni de lo que decida el Ejecutivo 

Nacional o cualquier otro órgano de cualquier otro poder del Estado. Sólo están sujetos a su 

conciencia en lo que estimen es lo que beneficia a los intereses del pueblo. 

Estas disposiciones constitucionales fueron desconocidas por la Sala Constitucional 

del Tribunal Supremo de Justicia, mediante sentencia No. 207 de 31 de marzo de 2014,
1
  a 

través de la cual declaró inadmisible una demanda intentada por dos concejales del 

Municipio Baruta del Estado Miranda (José Alberto Zambrano García y David Ascensión), 

negándoles su legitimación activa para accionar en defensa de “intereses colectivos o 

difusos” que habían formulado contra el Presidente de la Asamblea Nacional Sr. Diosdado 

Cabello, por la usurpación de funciones y vías de hecho en que había incurrido al eliminarle 

el día 24 de marzo de 2014, sin tener competencia para ello, el carácter de diputado a la 

diputada María Corina Machado, es decir, pretender revocarle su mandato, porque ésta 

habría acudido en tal carácter de diputada a exponer en la reunión del Consejo Permanente 

                                                           

1
  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/marzo/162546-207-31314-2014-14-0286.HTML  Véase 

además en Gaceta Oficial No. 40385 de 2 de abril de 2014. 



 2 

de la Organización de Estados Americanos del día 25 de marzo de 2014, sobre la situación 

política de Venezuela, como su conciencia le exigía en representación del pueblo que la 

eligió, siendo para ello acreditada por la representación de Panamá.  

En efecto, la Sala, después de desestimar la demanda por considerar  que los 

concejales que la habían intentado carecían de la cualidad necesaria para ello, en lugar 

archivar el expediente (que era lo que correspondía), “aprovechó la ocasión” para, de 

oficio, - es decir, sin que nadie se lo pidiera -, “interpretar” el artículo 191 de la 

Constitución – mal interpretado, por cierto -, y de paso, pronunciarse, pero cuidándose de 

no “decidir” sobre la pérdida de la investidura de la diputada María Corina Machado, sobre 

lo cual afirmó que su mandato popular había quedado revocado “de pleno derecho”; y todo 

ello sin debido proceso alguno, es decir, sin juicio ni pruebas, y sin siquiera oír a la 

diputada garantizándole el derecho a la defensa. Como si ello no fuera suficiente, la Sala 

Constitucional no decidió lo que realmente se le había requerido por los concejales 

demandantes y era que, como lo afirmaron en su libelo, el Diputado Cabello había incurrido 

“en usurpación de funciones, la violación del debido proceso y el menoscabo de los 

derechos políticos de los ciudadanos del Municipio Baruta y de todos los ciudadanos 

venezolanos,” al haber anunciado “el día 24 de marzo al país, que haría cesar en sus 

funciones a la Diputada María Corina Machado por su participación en la Organización de 

Estados Americanos, lo cual fue ratificado en el día de ayer 25 de marzo, retirándola de la 

nómina de parlamentarios.” 

Para no decidir lo que se le había pedido que era declarar que el Presidente de la 

Asamblea Nacional había incurrido en arbitrariedad y abuso de poder, y para no proteger al 

mandato popular de la diputada María Corina Machado, lo que hizo la Sala Constitucional 

fue avalar lo que aquél había dicho para despojar a la diputada Machado de su curul 

parlamentaria, afirmando, cínicamente, que actuaba así:   

“como máxima autoridad de la Jurisdicción Constitucional, siendo la garante de la 

supremacía y efectividad de las normas y principios constitucionales, y máximo y 

último intérprete de la Constitución, [por lo que] le corresponde velar por su uniforme 

interpretación y aplicación, tal como lo dispone el artículo 335 constitucional, tiene el 

deber de interpretar el contenido y alcance de las normas y principios constitucionales, 

y por ello, si bien puede declarar inadmisible una demanda como la planteada en el 

caso de autos, también puede, para cumplir su función tuitiva y garantista de la 

Constitución, como norma suprema conforme lo expresa su artículo 7, analizar de 

oficio la situación de trascendencia nacional planteada, que tal y como se ha indicado, 

y así fue planteado en el escrito “afecta la institucionalidad democrática””. 

Lo cierto es que la Sala Constitucional, si bien podría entrar a analizar de oficio una 

“situación de trascendencia nacional” en el curso de un juicio, la verdad es que no tenía ni 

tiene competencia alguna para pretender iniciar de oficio un proceso constitucional, así 

fuera el de interpretación de la Constitución,
2
 fuera de un proceso en curso o que ya ha 

                                                           

2
  Véase sobre los poderes de actuación de oficio del Tribunal Supremo de Justicia, en Allan R. Brewer-

Carías, “Régimen y alcance de la actuación judicial de oficio en materia de justicia constitucional en 
Venezuela”, en Estudios Constitucionales. Revista Semestral del Centro de Estudios Constitucionales, 
Año 4, No. 2, Universidad de Talca, Santiago, Chile 2006, pp. 221-250. Publicado también en Crónica 
sobre la “In” Justicia Constitucional. La Sala Constitucional y el autoritarismo en Venezuela, Colección 
Instituto de Derecho Público. Universidad Central de Venezuela, No. 2, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2007, pp. 129-159 
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concluido, así fuera con la excusa de analizar una “situación de trascendencia nacional,” 

que sólo podría iniciarse a petición de parte interesada, como la propia Sala lo tiene 

establecido; y ello no cambia al auxilio del artilugio o subterfugio al que recurrió la Sala 

para pretender revestir de “legalidad” su actuación, de aprovechar el “expediente” de un 

proceso terminado formalmente (al haberse declarado inadmisible la demanda que había 

sido intentada), para pasar, con la excusa de interpretar el artículo 191 de la Constitución, a 

revocarle el mandato popular a una diputado para lo que no tiene competencia.  

En realidad, con la sentencia que se comenta, lo que se puso en evidencia fue que la 

Sala Constitucional ya tenía instrucciones o sugerencias de decidir revocarle el mandato a 

la diputada Machado de inmediato, con o sin proceso, antes del día martes 1º de abril de 

2014, para cuando estaba anunciada movilización en Caracas para acompañar a la diputado 

Machado a la Asamblea Nacional a incorporarse en sus sesiones, a los efectos de que para 

ese momento la diputada Machado ya no fuera “formalmente” diputado. El Presidente de la 

Asamblea Nacional ya la había despojado de hecho de su mandato popular;3 quien ejerce 

como Presidente de la República, ya la había calificado como “ex diputada,”4 y la propia 

Presidenta del Tribunal Supremo ya había anunciado formalmente por dónde vendría la 

actuación de la Sala Constitucional, al declarar en la televisión el domingo 30 de marzo de 

2014, que: 

                                                           

3
  Como en efecto lo reportó la agencia EFE sobre lo dicho por Cabello: “Caracas. EFE.- El presidente de 

la Asamblea Nacional (Congreso unicameral) de Venezuela, Diosdado Cabello, informó este lunes que 
se le retiró la inmunidad parlamentaria a la diputada opositora María Corina Machado y que pedirá que 
sea juzgada por traición a la patria. Cabello dijo a periodistas que solicitará el Ministerio Público 
investigar si Machado cometió el delito de traición a la patria, por su participación en una sesión de 
embajadores de la Organización de Estados Americanos (OEA).” En efecto, el Presidente de la 
Asamblea Nacional, expresó según fue reseñado por Globovisión: “Cabello explicó que Machado violó 
el artículo 191 y el 149 de la Carta Magna, este último se refiere a la autorización a funcionarios públicos 
para aceptar cargos, honores o recompensas de gobiernos extranjeros..”, "Hay que sumarle a la 
investigación (el delito de) tradición a la patria", dijo Cabello, / Aclaró que ya no hace falta allanarle la 
inmunidad parlamentaria a Machado "porque según el artículo 191, según este nombramiento (por parte 
de Panamá), y según sus actuaciones y acciones la señora Machado dejó de ser diputada"./ El presidente 
del Parlamento anunció que Machado no tendrá más acceso al Hemiciclo "por lo menos, en este 
periodo". "No tienen acceso porque ella ya no es diputada", recalcó” Véase “Cabello: Por el artículo 191 
de la Constitución, María Corina machado “dejó de ser diputada”, Globovisión, 24 de marzo de 2014, en 
http://globovision.com/articulo/junta-directiva-de-la-an-anuncia-rueda-de-prensa  

4
   Véase lo expresado por Nicolás Maduro: Primero: “El Presidente calificó a María Corina Machado de 

"exdiputada" y rechazó las intenciones de la parlamentaria de presentarse en la reunión de la 
Organización de Estados Americanos (OEA) que se realizó este viernes en Washington,”en reseña de 
Alicia de la Rosa, El Universal, 23 de marzo de 2014, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-
politica/140323/maduro-califico-a-maria-corina-machado-de-exdiputada. Segundo: “Exdiputada”, la 
llamó el presidente Nicolás Maduro el sábado, pero ayer el coordinador de la fracción del PSUV, Pedro 
Carreño, citó la Constitución para argumentar que Machado estaría fuera del Parlamento. “El Artículo 
191 de la Constitución señala: ‘Los diputados o diputadas a la AN no podrán aceptar o ejercer cargos 
públicos sin perder su investidura’. Machado es delegada de  Panamá en OEA,” en la reseña sobre  
“Presumen despojo de inmunidad de Machado”, La Verdad, 24 de marzo de 2014, en 
http://www.laverdaddemonagas.com/noticia.php?ide=25132. Tercero: “Nicolás Maduro, indicó que “la 
exdiputada María Corina Machado la nombraron embajadora de la Organización de Estados Americanos, 
de un gobierno extranjero, se convirtió en funcionaria para ir a mal poner a Venezuela, a pedir la 
intervención”, Reseña de M.C. Henríquez,  ““Maduro: “La exdiputada de la AN, María Corina Machado 
fue a mal poner a Venezuela,” 22 de marzo de 2014, en 
http://noticias24carabobo.com/actualidad/noticia/38925/maduro-la-exdiputada-de-la-an-maria-corina-
machado-fue-a-mal-poner-a-venezuela/ 
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“obviamente tiene consecuencias jurídicas” que la parlamentaria María Corina 

Machado haya “aceptado un destino diplomático en un país extranjero”, pero indicó 

que era necesario esperar el pronunciamiento del Máximo Tribunal sobre ese tema. 

Hemos tenido noticia por la prensa en el sentido de que ella en la condición de 

diputada habría aceptado un destino diplomático en un país extranjero. Obviamente 

tiene consecuencias jurídicas pero preferimos hacer el estudio, y de manera formal 

pronunciarnos en el Tribunal Supremo, esto no es una conclusión, es necesario 

esperar el pronunciamiento del Tribunal Supremo de Justicia.”
5
 

Las “consecuencias jurídicas, por supuesto ya estaban establecidas, de manera que 

al día siguiente se publicó la sentencia que comentamos, con ponencia conjunta de todos 

los magistrados para que no cupiera duda de su colusión, pero no sin antes aclarar la propia 

Presidenta del Tribunal Supremo, en el mismo programa de televisión donde ya anunciaba 

la “justicia” que iba a impartir, que en Venezuela: 

“Hoy en día contamos con un Poder Judicial autónomo, independiente, apegado en 

sus actuaciones a la Constitución y a las leyes de manera irrestricta y haciendo 

cumplir la voluntad del pueblo; es al pueblo al que nos debemos, estamos allí 

haciéndole llegar al colectivo la seguridad que cuenta con un Poder Judicial cuyas 

decisiones dependen solamente del bien común, de lo que les beneficie, por cuanto 

esa es la misión, ese es el mandato que tenemos constitucional y legalmente.”
 6
 

Pero no! En este caso, como resulta de las propias expresiones públicas de la 

Presidenta del Tribunal Supremo de Justicia el día antes de tomar la decisión revocándole 

inconstitucionalmente el mandato a la diputada Machado, en lugar de quedar “patente” que  

el Tribunal actúaría con independencia (teniendo en cuenta que la independencia judicial es 

cuando un tribunal actúa sólo sometido a la Constitución y a la ley), lo que quedó “patente” 

fue lo que la misma funcionaria dijo en el antes indicado programa de televisión, en el 

sentido de que el Tribunal actuaría:  

“dando cumplimiento al principio de colaboración entre los Poderes, abogamos por 

los fines esenciales del Estado trabajando de manera coordinada, de manera 

armónica, con los demás Poderes del Estado.”
7
 

Es decir, había una decisión tomada entre todos los poderes del Estado para actuar 

de manera coordinada y en colaboración, de manera de arrebatarle en breve tiempo y sin 

debido proceso, pero con apariencia de legalidad (es decir, con auxilio de una decisión 

judicial), el mandato popular a una diputada a la Asamblea Nacional (que si es 

                                                           

5
   Véase la reseña de lo que expresó durante el programa José Vicente Hoy, transmitido por Televen, 

publicado por @Infocifras, 31 de marzo de 2014, en 
http://cifrasonlinecomve.wordpress.com/2014/03/30/presidenta-del-tsj-actuacion-de-machado-tiene-
consecuencias-juridicas/ 

6
   Véase la Nota de Prensa del Tribunal Supremo de Justicia: “Aseguró la Presidenta del Tribunal Supremo 

de Justicia: Contamos con un Poder Judicial autónomo, independiente y apegado a la Constitución y las 
leyes”, 30 de marzo de 2014, en 
http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasdeprensa/notasdeprensa.asp?codigo=11797 Debe destacarse que 
la Presidenta del Tribunal, afirmó que el Poder Judicial era una institución que supuestamente tiene la 
misión de “cumplir la voluntad del pueblo,” como si se tratase de un órgano electo popularmente, lo cual 
no es cierto. El Poder Judicial y el Tribunal Supremo imparten justicia, y actúan “en nombre de la 
República y por autoridad de la ley” como lo expresa el artículo 253 de la Constitución, siendo su misión 
la de impartir justicia, única y exclusivamente aplicando la Constitución y las leyes de la República 

7
   Idem. 
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representante del pueblo). Esa era la “consecuencia jurídica” de la aplicación del artículo 

191 de la Constitución a las actuaciones de la Diputado Machado, que la Presidenta del 

Tribunal Supremo había anunciado, y que operaba –dijo-:  

“de pleno derecho, ante la aceptación de una representación alterna de un país, 

indistintamente a su tiempo de duración, ante un órgano internacional por parte de 

la ciudadana María Corina Machado, quien estaba desempeñando su cargo de 

diputada a la Asamblea Nacional, lo cual constituye una actividad incompatible 

durante la vigencia de su función legislativa en el período para el cual fue electa, 

pues esa función diplomática no solo va en desmedro de la función legislativa para 

la cual fue previamente electo o electa, sino en franca contradicción con los deberes 

como venezolana (artículo 130 constitucional) y como Diputada a la Asamblea 

Nacional (artículo 201 eiusdem).”8  

Esto, que se anunció en la Nota de Prensa del Tribunal Supremo, es precisamente el 

texto del párrafo final de la sentencia dictada en el “caso” No. 207 de 31 de marzo de 2014, 

la cual, sin duda, para los anales de la justicia, o de la “in” justicia en Venezuela, amerita 

unos comentarios jurídicos más detallados. 

II.  SOBRE LA DECLARATORIA DE INADMISIBILIDAD DE LA DEMANDA  
POR CARECER LOS DEMANDANTES DE LEGITIMACIÓN PARA 
REPRESENTAR INTERESES COLECTIVOS Y DIFUSOS EN DEFENSA 
DEL PRINCIPIO DEMOCRÁTICO Y EN CONTRA DEL ABUSO DE 
PODER DEL PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA NACIONAL 
La demanda intentada en el caso concreto en el cual, de paso, como obiter dictum 

pero decisorum, la Sala Constitucional formalizó la inconstitucional revocatoria del 

mandato de diputado de María Corina Machado, fue intentada el día 26 de marzo de 2014, 

por dos concejales del Municipio Baruta del Estado Miranda en su condición de 

“concejales y ciudadanos” por “intereses difusos y colectivos contra el Presidente de la 

Asamblea Nacional Diputado Diosdado Cabello” por haber incurrido, éste, en “una vía de 

hecho contra la Diputada” revocándole su mandato popular, vulnerándose “de este modo 

nuestros derechos de participación en el sufragio directo de nuestros representantes,” 

siguiendo la misma línea de contenido que tuvieron las demandas que habían dado lugar a 

sendas sentencias del Tribunal Supremo de Justicia, de condena y encarcelamiento de 

Alcaldes por concepto de un supuesto delito de desacato a mandamientos cautelares de 

amparo del Tribunal Supremo que se habían dictado días antes.
9
  

Los demandantes, en efecto hicieron mención al hecho de que el Diputado Diosdado 

Cabello Presidente de la Asamblea, el día 24 de marzo de 2014 había anunciado al país,  

                                                           

8
  Véase la Nota de Prensa del Tribunal Supremo de Justicia, de 31 de marzo de 2014: “Operó de pleno 

derecho. Tribunal Supremo de Justicia se pronuncia sobre la pérdida de la Investidura de la diputada 
María Corina Machado,” en 
http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasdeprensa/notasdeprensa.asp?codigo=11799 

9
   Véase las Notas de Prensa sobre estas sentencias en  

http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasdeprensa/notasdeprensa.asp?codigo=11777 y  
http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasdeprensa/notasdeprensa.asp?codigo=11768..  
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“que haría cesar en sus funciones a la Diputada María Corina Machado por su 

participación en la Organización de Estados Americanos, lo cual fue ratificado en el 

día de ayer 25 de marzo, retirándola de la nómina de parlamentarios, con lo cual 

incurrió en usurpación de funciones, la violación del debido proceso y el menoscabo 

de los derechos políticos de los ciudadanos del municipio Baruta y de todos los 

ciudadanos venezolanos”. 

Concluyeron su demanda los concejales solicitando de la Sala que ordenase al 

Presidente de la Asamblea Nacional, “permitir la entrada a la Asamblea Nacional a la 

Diputada María Corina Machado con todos los poderes inherentes a su cargo, y así poner 

fin a esta gravísima situación que atenta contra la institucionalidad democrática y contra 

los derechos políticos de los electores del Municipio Baruta”. 

Tremenda sorpresa que los demandantes debieron haberse llevado, cuando al ir a 

clamar justicia ante el máximo Tribunal de la República en defensa de intereses colectivos 

y difusos como electores, contra la arbitrariedad del Presidente de la Asamblea Nacional y 

en defensa del mandato popular de la diputada María Corina Machado, electa con 

abrumadora mayoría en el Municipio Baruta, donde los concejales demandantes actúan; se 

encontraron con que ese Tribunal no sólo declaró inadmisible su demanda, sino que con la 

sentencia dictada produjo el efecto que los demandantes buscaban evitar, ahorrándole al 

Presidente de la Asamblea Nacional la necesidad de incurrir en una inconstitucionalidad 

más, al decidir además el propio Tribunal, la revocación del mandato de la diputada 

Machado, con la excusa de que “de pleno derecho”, es decir, supuestamente sin que nadie 

tenga que resolverlo, había perdido su investidura, por haber aceptado que se la acreditara 

en la OEA, en la representación de Panamá, para hablar como diputada venezolana, sobre 

la situación política venezolana. 

La declaratoria de inadmisibilidad de la demanda intentada (y con razón cualquiera 

se puede preguntar, ¿Cómo, si se declaró inadmisible la demanda, se podía resolver algo 

que además era distinto y contrario a lo que los demandantes solicitaron?), se basó en dos 

precedentes anteriores a los que hizo referencia la sentencia::  

Primero, la sentencia No. 656 de 30 de junio de 2000 (caso: Defensoría del 

Pueblo vs. Comisión Legislativa Nacional) en la que la Sala, si bien admitió que los 

particulares pueden accionar en protección de los intereses difusos o colectivos, precisó 

que “dentro de la estructura del Estado”:  

“sólo la Defensoría del Pueblo puede proteger a las personas en materia de intereses 

colectivos o difusos, no teniendo tal atribución (ni la acción), ni el Ministerio Público 

(excepto que la ley se la atribuya), ni los Alcaldes, ni los Síndicos Municipales, a 

menos que la ley se las otorgue.” 

Segundo, la sentencia No. 1395 del 21 de noviembre de 2000, sobre los sujetos 

autorizados “para reclamar la tutela efectiva de los derechos e intereses colectivos,” 

ratificando que en la estructura del Estado “sólo la Defensoría del Pueblo tenía la potestad,” 

agregando que también podrían actuar:  

“una pluralidad de organizaciones con personalidad jurídica, cuyo objeto esté 

destinado a actuar en el sector de la vida donde se requiere la actividad del ente 

colectivo, y que - a juicio del Tribunal - constituya una muestra cuantitativamente 

importante del sector”. 
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Agregó además, la Sala Constitucional en relación con los sujetos privados, que 

también los ciudadanos podrían actuar en sede judicial y solicitar la tutela efectiva de los 

derechos e intereses colectivos, pero que:  

“tales actuaciones podían ser adelantadas por organizaciones sociales con o sin 

personalidad jurídica, o por individuos que acrediten debidamente en qué forma y 

medida ostentan la representación de al menos un sector determinado de la sociedad 

y cuyos objetivos se dirijan a la solución de los problemas de comunidad de que se 

trate.” 

 De ello concluyó la Sala en dicha sentencia, que “es a dichas organizaciones o 

actores sociales, a los que corresponde, solicitar ante esta Sala Constitucional, la tutela 

judicial efectiva de los derechos o intereses colectivos de rango constitucional.”. 

Con base en todo ello, sin embargo, la Sala Constitucional, a pesar de que reconoció 

que los accionantes en el caso habían aducido actuar “afectados en este caso,” sin embargo, 

dijo que en los alegatos o documentos del escrito no constaba:  

“que sus propios intereses estén lesionados con la actuación indicada como lesiva 

proveniente del Presidente de la Asamblea Nacional, lo cual los hace carecer de 

cualidad para intentar una acción en protección de sus intereses particulares. 

Por ello declaró inadmisible la demanda, por ausencia de legitimación, a pesar de 

que en otras demandas intentadas con legitimación similar por otros ciudadanos contra 

diversos alcaldes, por intereses colectivos o difusos, la Sala si encontró que había la 

legitimación activa necesaria.  

En todo caso, para “reforzar” su rechazo a admitir la demanda, la Sala también se 

refirió al hecho de que los demandantes hubiesen invocado su condición de “concejales 

municipales” del Municipio Baruta, indicando que además de que actuaban a título 

personal como ciudadanos, lo hacían “…en representación y a nombre de la mayoría de los 

ciudadanos electores del municipio Baruta y en defensa de los intereses colectivos del resto 

de los habitantes del municipio Baruta”, lo cual le fue negado por la Sala, argumentando 

que no constaba en autos “documento alguno del cual pueda desprenderse que se les ha 

atribuido la representación que dicen tener de la mayoría de los habitantes de ese 

Municipio, que están o se podrían ver afectados por la denunciada vía de hecho proveniente 

del Presidente de la Asamblea.” Agregó además la Sala, que menos aún constaba en el 

expediente que tuvieran “la representación del órgano legislativo municipal del cual son 

miembros,” con lo cual la Sala, adicionalmente, resolvió que no estaban “legitimados para 

actuar en protección de los intereses colectivos que dicen representar”, y declaró 

“inadmisible la presente acción.” 

En esta forma, la Sala Constitucional declaró inadmisible la demanda intentada en 

contra las vías de hecho cometidas por el Presidente de la Asamblea Nacional y en defensa 

del mandato popular de la diputada Machado, frente a la pretensiones de aquél de revocarle 

el mandato a ésta, para lo cual no tenía competencia, a pesar de que hubiera “concierto” en 

el propósito con los órganos de los otros Poderes del Estado. 
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III. LA DECISIÓN DEL TRIBUNAL SUPREMO, ADOPTADA DE OFICIO,  
MEDIANTE UN OBITER DICTUM, SIN JUICIO NI PROCESO, QUE 
DESPOJÓ DE SU MANDATO POPULAR A LA DIPUTADA MARÍA 
CORINA MACHADO 
En todo caso, la consecuencia de declarar inadmisible una demanda por falta de 

legitimación del demandante, es que una vez rechazada la cualidad para demandar, el juicio 

que se pretendía iniciar no puede iniciarse, y el expediente que se abrió para considerarla, 

simplemente debe archivarse. Declarada inadmisible una demanda, ya no puede haber 

“proceso,” “causa” o “juicio” alguno. Es decir, no puede haber juicio y menos puede haber 

una sentencia distinta a la que decide la inadmisibilidad, ni esta puede tener un contenido 

distinto al fijado en la pretensión del demandante.
10
 

Pero no!. En Venezuela, y no es esta la primera vez, la Sala Constitucional ha 

“inventado” contra todo principio elemental de la justicia constitucional, que luego de 

declarar inadmisible una demanda, puede de oficio decidir otros asuntos que nadie le ha 

planteado, ni solicitado. Es de antología el caso de la decisión de inadmisibilidad de una 

acción de nulidad contra unos artículos de la Ley de Impuesto sobre la Renta, en la cual, 

luego de declarar inadmisible la acción por falta de legitimación de los actores, de oficio, la 

Sala “aprovechó” la oportunidad para “reformar” el artículo 31 de la misma relativo a la 

renta neta presuntiva de los trabajadores asalariados, que ni siquiera había sido de los 

impugnados.11  

Pues bien, en el caso de la sentencia No. 207 nos encontramos con una situación 

similar, pero más grave, pues declarada sin lugar una demanda intentada en protección de 

intereses difusos o colectivos, la Sala procedió a “iniciar” un proceso  constitucional de 

interpretación de la Constitución, sin proceso alguno, y “de paso” le revocó el mandato 

popular a una diputada, sin siquiera haber oído sus argumentos. Tan simple como eso. 

Debe recordarse que la expresión latina obiter dictum, que significa literalmente 

“dicho de paso” o “dicho de pasada,” normalmente se refiere a argumentos que se exponen 

por el juez fuera de la decisión concreta del caso, pero que la corroboran, y que por ello, al 

no formar parte de la decisión, no son ni vinculantes ni obligatorias para las partes ni para 

                                                           

10
   Como lo ha dicho la profesora María Amparo Grau, con su conocida experiencia como juez y Presidenta 

que fue de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo en Venezuela: “Una regla básica del 
derecho procesal es que al producirse la inadmisibilidad de la acción propuesta termina la labor del juez 
y éste no puede realizar ningún otro pronunciamiento. Inadmisible, no admite peros. Inadmisible en el 
derecho procesal significa que no hay proceso porque no hay acción. La función jurisdiccional, es decir, 
la función de decidir un caso concreto mediante la aplicación del derecho, requiere de una acción. Salvo 
en los casos de la actividad de control político de ciertos actos, la Sala Constitucional no puede decidir 
nada si no hay una acción debidamente admitida, que da inicio al proceso. De manera que inadmisible la 
acción nada puede el Juez agregar sobre el tema decidendum.” Véase en María Amparo Grau, “La 
sentencia política del TSJ: Inadmisible, pero…”, publicado en Badell & Grau, disponible en 
http://www.badellgrau.com/?pag=37&ct=1458  

11
   Véase la sentencia de la Sala Constitucional, No. 301 de 27 de febrero de 2007, (Caso: Adriana 
Vigilanza y Carlos A. Vecchio), (Expediente No. 01-2862), en Gaceta Oficial No. 38.635 de fecha 01-
03-2007. Véanse los comentarios en Allan R. Brewer-Carías, “El juez constitucional en Venezuela como 
legislador positivo de oficio en materia tributaria”, en Revista de Derecho Público, No. 109 (enero –
marzo 2007), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 193-212; y “De cómo la Jurisdicción 
constitucional en Venezuela, no sólo legisla de oficio, sino subrepticiamente modifica las reformas 
legales que “sanciona”, a espaldas de las partes en el proceso: el caso de la aclaratoria de la sentencia de 
Reforma de la Ley de Impuesto sobre la Renta de 2007, Revista de Derecho Público, No. 114, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 2008, pp. 267-276 
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el caso. Sin embargo, en la modalidad inventada por la Sala Constitucional, sus obiter dicta 

con frecuencia se convierten en verdaderas sentencias adicionales a la que se dictan en 

determinados casos, con los cuales se resuelven otros asuntos, en general de oficio, pero sin 

debido proceso alguno, es decir, a escondidas, en la oscuridad de los cubículos del tribunal, 

sin que nadie se entere hasta que se publica la sentencia. Sorpresa!! Casi como por arte de 

magia, pero maligna !! Pero sin embargo, usando argumentos o informaciones del 

expediente ya cerrado. 

Así, en este caso, la Sala procedió a decidir sobre otras cosas distintas a las 

planteadas en la demanda, y en particular, sobre una “pretensión” de interpretación 

constitucional sobre el sentido y alcance del artículo 191 de la Constitución, artículo  que ni 

siquiera se citó en la demanda que dio inicio al expediente.
12
 Pero por supuesto, frente a 

esas “formalidades” quizás privaba la instrucción que había de “cooperación” con los otros 

poderes del Estado, como lo destacó la Presidenta del Tribunal Supremo, sobre la 

“consecuencia jurídica” de la aplicación del artículo 191 de la Constitución en relación con 

las actuaciones de la diputado Machado. Por ello, la Sala Constitucional, “no obstante” la 

declaratoria de inadmisibilidad de la demanda, pasó entonces a decidir otra cosa partiendo 

de la consideración de que la situación planteada “en el presente caso” era de 

“trascendencia nacional,” como si el “caso” siguiese en “proceso” y sin darse cuenta que ya 

estaba concluido con la decisión de inadmisibilidad. La mencionada “trascendencia 

nacional” derivaba, como lo afirmó la Sala, de que se trataba de “un asunto relacionado con 

la alegada pérdida de la investidura de una Diputada a la Asamblea Nacional.” En realidad, 

los demandantes nada habían “alegado” sobre ello, y al contrario, lo que habían hecho 

había hecho era rechazar la actuación arbitraria y usurpadora del Presidente del Poder 

Legislativo Nacional, que pretendía despojar a una diputada de su mandato popular. Así, lo 

que se solicitó de la Sala Constitucional fue que:  

“ordene al Presidente de la Asamblea Nacional, Diputado Diosdado Cabello 

Rondón, permitir la entrada a la Asamblea Nacional a la Diputada María Corina 

Machado con todos los poderes inherentes a su cargo, y así poner fin a esta 

gravísima situación que atenta contra la institucionalidad democrática y contra los 

derechos políticos de los electores del Municipio Baruta.” 

 De allí en realidad fue que la Sala invocó sus poderes de “máximo y supremo 

intérprete de la Constitución,” que advirtió, “no decae porque se declare inadmisible la 

acción,” pero no para aplicar la Constitución, sino para distorsionarla, dándose la Sala 

Constitucional, a sí misma, carta blanca para decidir mediante “decisiones 

jurisdiccionales,” lo que quiera y cuando quiera, sólo invocando tal carácter. En este caso, a 

lo que procedió la Sala, fue a:  

“analizar lo relativo al ejercicio de la función pública legislativa, y las disposiciones 

constitucionales que la regulan, esto es, hacer una interpretación en beneficio de la 

Constitución, y del Estado democrático y social de Derecho y de Justicia que 

propugna la misma en su artículo 2.” 

Sin que se sepa en el mundo del control de la constitucionalidad en el derecho 

comparado, qué puede entenderse por una “interpretación en beneficio de la Constitución”  

                                                           

12
  Al menos, así se deduce de la narrativa de la sentencia, cuando glosa la demanda y los argumentos de los 

demandantes. 
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(no puede haber interpretación válida “en perjuicio” de la Constitución),
13
 la Sala comenzó 

por analizar el artículo 186 de la Constitución, sobre la forma de elección de los diputados, 

y el ejercicio del cargo de diputado, como medio de participación política del pueblo. Sobre 

la materia, sin embargo, la Sala no mencionó siquiera el contenido del artículo 201 de la 

Constitución que declara a los diputados como “representantes del pueblo y de los Estados 

en su conjunto,” pasando más bien a referirse al artículo 191 de la misma Constitución para 

concluir en que conforme al mismo, “de pleno derecho” la diputada Machado había 

“perdido su investidura” de diputado.  

La Sala Constitucional aplicó incorrecta e indebidamente dicha norma al caso de la 

diputada Machado, pues para que su texto tuviese “consecuencias jurídicas” habría sido 

necesario que un diputado aceptase o ejerciera “cargos públicos,” se entiende, dentro del 

Estado venezolano,14 a dedicación exclusiva, y en cualquiera de los órganos de los poderes 

del Estado. 

IV.  EL SENTIDO DEL ARTÍCULO 191 DE LA CONSTITUCIÓN SOBRE LA 
PÉRDIDA DE LA INVESTIDURA DE LOS DIPUTADOS EN EL MARCO 
DEL SISTEMA DE SEPARACIÓN DE PODERES Y DEL SISTEMA 
PRESIDENCIAL DE GOBIERNO  

 El artículo 191 de la Constitución, mencionado en la sentencia, y cuyas 

consecuencias jurídicas fueron la que se aplicaron “de pleno derecho” a la diputado 

Machado, en efecto establece lo siguiente:  

Artículo 191. Los diputados o diputadas a la Asamblea Nacional no podrán 

aceptar o ejercer cargos públicos sin perder su investidura, salvo en 

actividades docentes, académicas, accidentales o asistenciales, siempre que 

no supongan dedicación exclusiva. 

Esta norma, que ha sido tradicional en el constitucionalismo histórico de Venezuela, 

encontró su primera expresión en la Constitución de 1830 en la cual se dispuso que: 

“Art. 82. El ejercicio de cualquier otra función pública es incompatible durante las 

sesiones con las de representante y Senador.” 

Luego, a partir de la Constitución de 1858, la norma encontró el sentido de la 

regulación que se refleja en la norma actual, al establecerse la “consecuencia jurídica” 

derivada de la prohibición, al disponer que: 

“Art. 45. Los Senadores y Diputados no podrán aceptar destino alguno de libre 

elección del Poder Ejecutivo, con excepción de las Secretarías del despacho, 

empleados diplomáticos y mandos militares en tiempo de guerra; pero la admisión de 

estos empleos deja vacante los que ocupen en las Cámaras.” 

                                                           

13
  Un caso, precisamente, de interpretación inválida “en perjuicio de la Constitución,” es precisamente el de 

la sentencia que comentamos.   
14
  El profesor José Ignacio Hernández interpreta con razón, que la referencia a cargo público en el artículo 

191 de la Constitución es a “cargo público” como sinónimo de “cargo dentro del Estado”. Véase en su 
trabajo: ¿María Corina Machado dejó de ser diputada?, en Prodavinci.com, 24 de marzo de 2014, en 
http://noticias24carabobo.com/actualidad/noticia/38925/maduro-la-exdiputada-de-la-an-maria-corina-
machado-fue-a-mal-poner-a-venezuela/ 
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Por tanto, históricamente, en el constitucionalismo venezolano, con la sola excepción 

de la Constitución de 1947 (art. 147), la previsión constitucional del artículo 191 de la 

Constitución de 1999 ha derivado de un principio tradicional en los sistemas presidenciales, 

conforme al cual, quien haya sido electo por el pueblo como representante o diputado al 

órgano legislativo, en nuestro caso a la Asamblea Nacional, no puede aceptar o ejercer un 

“cargo público” dentro del Estado, es decir, en ningún otro órgano del mismo Estado, y 

particularmente en el Ejecutivo Nacional, y si lo hace, pierde su investidura, con la 

consecuencia jurídica de que cuando cese en el ejercicio del cargo ejecutivo que aceptó o 

ejerció, no puede regresar a ocupar o ejercer el cargo de diputado para el cual había sido 

inicialmente electo.  

El sentido de la norma, en el sistema de separación de poderes que regula la 

Constitución, en particular, en las relaciones entre el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo 

en el marco del sistema presidencial de gobierno, es evitar que se produzca una turbatio de 

funciones entre ambos poderes del Estado, evitando que los diputados electos a la 

Asamblea Nacional puedan ser nombrados para desempeñar cargos ejecutivos, que están 

sometidos al control del órgano legislativo, y que luego de cesar en el ejercicio de éstos, 

puedan volver a realizar funciones legislativas y de control político desde la Asamblea, 

precisamente en relación con los órganos del Poder Ejecutivo del cual habrían formado 

parte. 

Como lo decidió la propia Sala Constitucional en la sentencia No 698 de 29 de abril 

de 2005, citada en la sentencia que comentamos:  

“un segundo destino público para un Diputado casi de seguro será en una rama 

distinta del Poder Público, con lo que se generaría una situación que debe siempre ser 

tratada con cuidado: la posible interferencia –y no colaboración- de una rama en 

otra. No puede olvidarse que el Poder Legislativo es contralor del Ejecutivo y a su 

vez controlado, de diferente manera, por el Judicial y por el Ciudadano. Una 

indefinición de roles pone en riesgo el principio de separación en el ejercicio del 

poder.”
15
 

Ese es el sentido y no otro, de la norma del artículo 191, que ha estado con tal 

intención en todas las Constituciones anteriores, en particular en el artículo 141 de la 

Constitución de 1961.
16
 Conforme a ella, por tanto, para preservar la separación de poderes 

                                                           

15
  Véase la sentencia en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/abril/698-290405-03-1305.HTM  

16
  Debe recordarse que en la sesión del día 3 de noviembre de 1999, al discutirse el proyecto de articulado 

sobre el Poder Legislativo nacional, se leyó el texto de un artículo que tuvo sucesivamente los números 
208 y 210, con el siguiente texto: “Los miembros de la Asamblea Nacional no podrán aceptar cargos 
públicos sin perder su investidura.” Hubo un largo debate sobre la conveniencia de la propia norma e 
incluso sobre la necesidad de prever algunas, para actividades como las docentes y de otra índole. 
Incluso el Constituyente Nicolás Maduro llegó a proponer que la norma no debía incluirse y que al 
contrario debía preverse que “cualquier miembro del Parlamento que sea requerido por el Gobierno para 
una función ministerial pueda ir a cumplir su función y no pierde la investidura como miembro del 
Parlamento.”  Luego propuso que el artículo no se aprobara, lo que fue acogido y el mismo pasó de 
nuevo a la Comisión para darle una nueva redacción. En la sesión del día 13 de noviembre de 1999, se 
sometió a discusión la norma, con la siguiente redacción propuesta por el Constituyente  Di Giampaolo, 
con quien había discutido personalmente la importancia de que la norma se incluyera en el texto 
constitucional, con el siguiente texto: “Artículo 210.– Los miembros de la Asamblea Nacional no podrán 
aceptar o ejercer cargos públicos sin perder su investidura, salvo en actividades docentes y 
asistenciales, siempre que no supongan dedicación exclusiva,” habiendo resultado aprobado, sin 
discusión de ninguna naturaleza. Es en definitiva el texto del artículo 191 de la Constitución de 1999, 
aún cuando en alguna Comisión “de estilo,” como sucedió con tantas normas, entre las excepciones se 
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en el régimen presidencial de gobierno, un diputado, primero, no puede aceptar o ejercer un 

“cargo público” en cualquier otro órgano del Estado, y si lo hace pierde su investidura; 

segundo, puede ejercer un “cargo público” en actividades docentes, académicas, 

accidentales o asistenciales, siempre que no supongan dedicación exclusiva, en cuyo caso 

no pierde su investidura; y tercero, no puede ejercer “cargos públicos” en dichas 

actividades si ello supone dedicación exclusiva, y si lo hace, pierde su investidura..  

De ello deriva que la aplicación de la norma, es decir, la “consecuencia jurídica” que 

se deriva de la misma, que es la posible “pérdida de investidura” del diputado, nunca es 

automática, es decir, no puede operar “de pleno derecho;” y ello, primero, porque si se trata 

de la aceptación o ejercicio de un “cargo público,” no basta ni siquiera con que por ejemplo 

aparezca publicado el nombramiento en Gaceta Oficial, o que el mismo esté plasmado en 

una comunicación oficial, para que la “consecuencia jurídica” de la norma se produzca, 

sino que el “cargo público” de que se trate tiene que ser “aceptado” o debe ser “ejercido,” y 

todo ello requiere ser probado. Segundo, porque si se trata del ejercicio de un cargo público 

en actividades docentes, académicas, accidentales o asistenciales, es necesario determinar 

si dicho ejercicio del cargo supone o no dedicación exclusiva, lo que de nuevo es casuístico 

y requiere de prueba. 

Sin embargo, ignorando completamente el origen, el sentido, y el mismo texto de la 

norma que habla de “cargos públicos,” y no de “actividades” la Sala Constitucional pasó a 

interpretarla incurriendo, de entrada en un error de lectura y apreciación, al referirse a que 

la salvedad que hace el artículo es respecto de “otras actividades” que puede realizar el 

diputado “que no generan la pérdida de su investidura, señalando actividades docentes, 

académicas, accidentales o asistenciales, cuando el desempeño de las mismas no supongan 

dedicación exclusiva o desmedro de las funciones que ya ejerza.” Esa errada interpretación 

aparentemente inadvertida, fue sin duda deliberada, como se verá más adelante, para 

terminar “mutando” la Constitución,
17
 como ya lo ha hecho en otras ocasiones.

18
 En todo 

caso, dicha interpretación es errada: la norma no establece excepciones respecto de 

“actividades” que pueden o no ejercerse por los diputados sin perder su investidura. La 

norma lo que establece es que los diputados no pueden aceptar o ejercer “cargos públicos,” 

estableciendo sin embargo como excepción, los casos de ejercicio de cargos públicos “en 

actividades docentes, académicas, accidentales o asistenciales” que no supongan 

dedicación exclusiva, ya que conforme al artículo 197 de la Constitución, los diputados 

“están obligados a cumplir sus labores a dedicación exclusiva.” 

Esta norma nada tiene que ver con alguna supuesta “ética parlamentaria o legislativa,” 

sino con la preservación de la separación de poderes, al no permitir que los diputados 

                                                                                                                                                                                 

agregaron los cargos “académicos” y “accidentales.” Véase en el Diario de Debates, de la Asamblea 
Nacional Constituyente, sesiones del 3 y 13 de noviembre de 1999.  

17
  Una mutación constitucional ocurre cuando se modifica el contenido de una norma constitucional de tal 

forma que aún cuando la misma conserva su contenido, recibe una significación diferente. Véase 
Salvador O. Nava Gomar, “Interpretación, mutación y reforma de la Constitución. Tres extractos” en 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor (coordinador), Interpretación Constitucional, Tomo II, Ed. Porrúa, 
Universidad Nacional Autónoma de México, México 2005, pp. 804 ss. Véase en general sobre el tema, 
Konrad Hesse, “Límites a la mutación constitucional,” en Escritos de derecho constitucional, Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid 1992 

18
   Véase Allan R. Brewer-Carías, “El juez constitucional al servicio del autoritarismo y la ilegítima 

mutación de la Constitución: el caso de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de 
Venezuela (1999-2009)”, en Revista de Administración Pública, No. 180, Madrid 2009, pp. 383-418 
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ejerzan otros cargos públicos, y si lo hacen, al cesar en ellos siguieran siendo diputados. 

Eso es lo que busca evitar la norma, siendo la excepción sólo para los cargos en docentes, 

académicos, accidentales o asistenciales que no sean de dedicación exclusiva, porque si lo 

son, el diputado para seguir siendo tal y  no perder su investidura, no lo puede aceptar o 

ejercer. Nada tiene que ver esta norma, con una supuesta “prohibición” que como 

erradamente lo afirmó la Sala Constitucional: 

“responde a la necesidad de que exista una ética parlamentaria o legislativa, y está 

plenamente concatenada con otras disposiciones constitucionales tendientes a 

preservar la ética como valor superior de la actuación de los órganos del Estado, y 

principios como la honestidad, eficiencia, transparencia y responsabilidad, entre 

otros, en el ejercicio de la función pública, siendo la condición de funcionario o 

funcionaria pública, inherente a la prestación de un servicio a los ciudadanos y 

ciudadanas de la República Bolivariana de Venezuela, independientemente que 

aquélla se lleve a cabo a través del cargo que se ocupe en alguno de los órganos que 

conforman el Poder Público Nacional, esto es, sea el cargo ocupado de carrera, de 

confianza o de elección popular.” 

Ello, aparte de tratarse de frases floridas relativas a importantes principios y valores 

constitucionales, es un argumento vacío, que ignora la razón de ser de la norma, cuyas 

previsiones y consecuencia jurídica nada tiene que ver con el florido argumento contenido 

en el párrafo. Se insiste, lo que la norma busca es preservar la separación de poderes y 

evitar que con el vaso comunicante que se pueda establecer con diputados que pasen al 

Ejecutivo y luego vuelvan a la Asamblea, se pueda empeñar la función de control y balance 

entre los poderes; y nada cambia por el hecho de que los diputados, a los efectos de las 

previsiones contra la corrupción, se consideren como funcionarios públicos (art. 3.1 Ley 

contra la Corrupción), pero a los cuales por supuesto no se les aplica la Ley del Estatuto de 

la Función Pública como lo menciona la sentencia.  

Sobre esta última Ley que se indica en la sentencia, además, debe advertirse que el 

artículo 1.1 de dicho Estatuto de la Función Pública, al disponer que “quedan excluidos de 

la aplicación de esta Ley […] los funcionarios y funcionarias públicos al servicio del Poder 

Legislativo Nacional,” no se refiere en forma alguna a los diputados, que “no están al 

servicio del Poder Legislativo Nacional” ya que los mismos son precisamente parte por 

excelencia del mismo, es decir, son quienes ejercen en la Asamblea dicho Poder. Los 

mismos, además, por supuesto, no ejercen sus funciones por vía “nombramiento” de nadie 

sino porque son electos popularmente, siendo la exclusión establecida en la norma de la 

Ley del Estatuto de la Función Pública destinada a los funcionarios (no electos) que están 

al servicio del Poder Legislativo, es decir, a los funcionarios administrativos que laboran en 

la Asamblea Nacional, y que están sometidos a su propio estatuto de personal. Ello no 

excluye por supuesto que los diputados, como todos los funcionarios públicos, estén sujetos 

como se recuerda en la sentencia, a la “Constitución, las leyes, los Reglamentos y normas 

que rijan sus funciones” sometidos a los “principios de la ética” y “sin que por ningún 

motivo puedan menoscabar la soberanía e independencia del país, su integridad territorial, 

la autodeterminación y los intereses nacionales de Venezuela.” 

Pero ello nada tiene que ver con el sentido del artículo 191 de la Constitución que lo 

que busca es evitar que los diputados pasen a ocupar cargos públicos en el Ejecutivo 

Nacional, a dedicación exclusiva, y luego pretendan volver a su curul parlamentaria, al 
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cesar en el ejercicio de esos cargos. Si hay algún hecho público y notorio en el caso que fue 

sometido al Tribunal Supremo al demandarse la conducta de hecho y usurpadora del 

Presidente de la Asamblea, fue que María Corina Machado como diputada de la Asamblea 

Nacional, nunca aceptó ni ejerció “cargo público” alguno en el Ejecutivo Nacional, ni en la 

Administración Pública, ni en general, en ninguno de los otros órganos de los Poderes del 

Estado, por lo que la norma era completamente inaplicable a la situación generada por el 

hecho de haber sido acreditada, en su carácter de diputada a la Asamblea Nacional, en 

forma ad hoc y ad tempore en la representación de Panamá ante la OEA, para precisamente 

hablar en tal carácter de diputada a la Asamblea Nacional de Venezuela, sobre la crisis 

política y sobre la situación en el país.  

Como lo ha expresado el propio Secretario General de la OEA, José Miguel Insulza, 

“la Diputada María Corina Machado intervino ante el Consejo Permanente de dicha 

Organización,  en calidad de parlamentaria venezolana y que sólo a tal fin, la República de 

Panamá solicitó su acreditación en calidad de Representante Alterna,” ratificando “que es 

una práctica usual de esta institución aceptar y permitir "la participación y uso de la palabra 

en sesiones de los órganos políticos de la OEA de representantes que no necesariamente 

tenían la nacionalidad del Estado miembro al que representaban", tal y como ocurrió en 

2009, cuando la ex canciller hondureña, Patricia Rodas, se dirigió al Consejo Permanente 

como representante de Venezuela.”
19
  

V.  LA PROHIBICIÓN A LOS DIPUTADOS DE ACEPTACIÓN DE CARGOS, 
HONORES O RECOMPENSAS DE GOBIERNOS EXTRANJEROS 
Otra de las normas invocadas en la sentencia de la Sala Constitucional, fue el 

artículo 149 de la Constitución, supuestamente incorporado en la Constitución, al decir de 

la Sala Constitucional, para “impedir que las personas que presten la función pública 

incurran en hechos contrarios a la ética, a la moral y honestidad que debe imperar en todas 

sus actuaciones; que atenten contra la independencia y soberanía nacional, la integridad 

territorial, la autodeterminación y los intereses de la nación, o contra el funcionamiento de 

las instituciones del Estado.” Después de afirmar esto la Sala se refirió al mencionado 

artículo 149, que  dispone: 

 Artículo 149. Los funcionarios públicos y funcionarias públicas no podrán 
aceptar cargos, honores o recompensas de gobiernos extranjeros sin la 

autorización de la Asamblea Nacional. 

Esta norma también tiene una larga tradición en el constitucionalismo 

histórico de Venezuela, habiendo estado en todas las Constituciones anteriores desde 

que fue incorporada por primera vez en la Constitución Federal de los Estados de 

Venezuela de 1811, en la cual se dispuso:  

“205. Cualquiera persona que ejerza algún empleo de confianza u honor, bajo 

la autoridad del Estado, no podrá aceptar regalo, título o emolumento de 

algún Rey, Príncipe o Estado extranjero, sin el consentimiento del Congreso.” 

                                                           

19
  Véase “Insulza: Machado habló en la OEA en su condición de diputada venezolana,” en El Universal, 28 

de marzo de 2014, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/protestas-en-
venezuela/140328/insulza-machado-hablo-en-la-oea-en-su-condicion-de-diputada-venezolana 
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Como se desprende del texto de dicho artículo 149, antes transcrito, y de su 

antecedente remoto de 1811, ningún funcionario público puede “aceptar cargos, honores o 

recompensas de gobiernos extranjeros sin la autorización de la Asamblea Nacional”; 

autorización que, por supuesto, conforme al artículo 187.13 de la Constitución, debe darla 

la “Asamblea Nacional” como cuerpo colegiado. Por ello esta última norma dispone que 

“corresponde a la Asamblea Nacional […] autorizar a los funcionarios públicos para 

aceptar cargos, honores o recompensas de gobiernos extranjeros.” Es un exabrupto jurídico, 

por tanto, lo afirmado en la sentencia que comentamos de la Sala Constitucional, en el 

sentido de que supuestamente: 

“en concordancia con lo establecido en el numeral 13 del artículo 187 de la 

Constitución, para que un funcionario público o una funcionaria pública acepte de 

un gobierno extranjero, un cargo, honor o recompensa, es obligatorio que cuente 

con la autorización, esto es, el permiso o licencia del Poder Legislativo Nacional, 

en la persona de su Presidente, por cuanto es quien ejerce la dirección de esa 

función pública en el Poder Legislativo Nacional.” 

Es imposible creer que esta barbaridad jurídica de atribuir al Presidente de la 

Asamblea el ejercicio de las competencias que el artículo 187 de la Constitución dispone 

que “corresponden a la Asamblea Nacional,” sea un error jurídico inocente de la Sala 

Constitucional. Lo que corresponde a la Asamblea (art. 187) sólo lo puede ejercer el cuerpo 

colegiado en sesión de los diputados; no teniendo el Presidente de la Asamblea en la 

Constitución sino atribuciones formales particularmente en el procedimiento de formación 

de las leyes (por ejemplo, artículos 213 y 216). Es totalmente inconstitucional, por tanto, 

esta atribución que la Sala Constitucional del Tribunal Supremo hace al Presidente de la 

Asamblea Nacional de las competencias que en la Constitución sólo corresponden a la 

Asamblea nacional, como cuerpo colegiado. 

La norma del artículo 149, en cuanto a la prohibición que establece a los 

funcionarios públicos en general de aceptar “cargos, honores o recompensas de gobiernos 

extranjeros,” y de la posibilidad de su aceptación sólo con autorización de la Asamblea 

Nacional, tiene el propósito de regular un mecanismo de control político por parte del 

órgano representativo nacional en relación con las relaciones o vínculos que existan o se 

establezcan entre los funcionarios públicos y los gobiernos extranjeros, y nada más.  Nada 

tiene que ver esta norma con argumentaciones como las expresadas en la sentencia en el 

sentido de que la misma tenga: 

“su razón de ser y es que toda persona tiene el deber de cumplir y acatar la 

Constitución, las leyes y demás actos que en ejercicio de sus funciones dicten los 

órganos del Poder Público, y aun mas quienes ejerzan la función pública, pues de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de la Constitución, "Todo acto 

dictado en ejercicio del Poder Público que viole o menoscabe los derechos 

garantizados por esta Constitución y la Ley es nulo, y los funcionarios públicos y 

funcionarias públicas que las ordenen o ejecuten incurren en responsabilidad 

penal, civil y administrativa, según los casos, sin que les sirvan de excusa órdenes 

superiores". 

Aún cuando sea difícil encontrar relación alguna entre el artículo 25 de la 

Constitución que establece la garantía objetiva respecto de los derechos humanos, y el 

artículo 149 de la Constitución; lo cierto es que en cuanto a la prohibición que se establece 

en dicha norma, no hay en el texto fundamental, al contrario de lo regulado en el artículo 
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191, previsión alguna que indique cual es “la consecuencia jurídica” de la aplicación de la 

norma, es decir qué consecuencia existe cuando un funcionario público acepte “cargos, 

honores o recompensas de gobiernos extranjeros” sin haber obtenido autorización de la 

Asamblea Nacional. Puede tratarse, por ejemplo, de una condecoración, o de un 

reconocimiento o recompensa por servicios humanitarios prestados en otro país, o del 

ejercicio de un cargo en un Estado extranjero, si acaso un país aceptaría que un extranjero 

ejerza cargos que usualmente se reservan a los nacionales. 

En cualquier caso, nada dice la Constitución en relación con cuál es la 

“consecuencia jurídica” que deriva del hecho de no obtenerse la autorización de la 

Asamblea Nacional respecto de los funcionarios públicos de cualquiera de las ramas del 

Poder Publico, cuando lleguen a aceptar “cargos, honores o recompensas de gobiernos 

extranjeros.”  Es más, en relación con los funcionarios públicos en general, ni siquiera la 

Ley del Estatuto de la Función Pública de 2002, tipifica esa posible ausencia de 

autorización como “falta” disciplinaria que amerite “amonestación” y menos destitución 

(arts. 82 y 86).20 La única consecuencia jurídica vinculada a la norma, en todo caso, es la 

previsión del artículo 142 del Código Penal que sanciona, no sólo a los funcionarios sino en 

general a cualquier venezolano “que acepte honores, pensiones u otras dádivas de alguna 

nación que se halle en guerra con Venezuela” en cuyo caso se prevé un castigo de seis a 

doce años de presidio. 

Ahora bien, en cuanto a los diputados a la Asamblea Nacional, en este caso, al 

contrario de lo previsto en el artículo 191 de la Constitución, si llegaren a incumplir con la 

obligación de obtener la autorización mencionada de la Asamblea Nacional, no se prevé en 

norma alguna constitucional o de otra índole, sanción alguna ni que el diputado “pierda su 

investidura,” por lo cual en el caso de la diputada Machado, para el caso negado de que el 

haber sido acreditada en la representación de Panamá ante el Consejo Permanente de la 

OEA, para hablar como diputada de Venezuela y no como “representante” de Panamá, 

sobre Venezuela en una sesión de la OEA sobre  la situación en Venezuela, se llegase a 

considerar que se requería de la autorización del la Asamblea Nacional, ello en ningún caso 

produciría en forma alguna la pérdida de su investidura.  

Para que pueda aplicarse alguna sanción a un diputado en tal caso, se requeriría de 

una regulación legal que prevea dicha conducta como delito, en cuyo caso, se le tendría que 

aplicar la pena que se establezca mediante un proceso penal con las garantías debidas.
21
   

                                                           

20
 Debo mencionar que a propuesta nuestra, en la Ley de Carrera Administrativa de 1971, en cambio, sí se 

previó la sanción de destitución respecto de los funcionarios públicos que aceptaren honores, cargos o 
recompensas de gobiernos extranjeros, sin la autorización del Congreso (arts 29.4 y 62.9. Véase en 
Gaceta Oficial No. 1745 de 23 de mayo de 1975. 

21
  Véase Claudia Nikken, “Notas sobre el artículo 187.20 de la Constitución,” Revista de Derecho Público, 

Editorial Jurídica Venezolana, No. 137 (enero-marzo 2014), (en preparación).. 
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VI.  EL VERDADERO PROPÓSITO DE LA SALA CONSTITUCIONAL AL 
HABER PROCEDIDO A DECIDIR, DE OFICIO, SIN PROCESO, 
TORCIENDO LA INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 191 DE LA 
CONSTITUCIÓN, PARA REVOCARLE SU MANDATO POPULAR A LA 
DIPUTADA MARÍA CORINA MACHADO 

La sentencia No. 270 del Tribunal Supremo de Justicia, luego del excurso en relación 

con el artículo 149 de la Constitución que antes hemos destacado, volvió sobre el tema del 

artículo 191 constitucional a cuyo efecto citó y transcribió parte de otra sentencia de la 

misma Sala, la No. 698 del 29 de abril de 2005, en la cual decidió sobre un recurso de 

interpretación que se había interpuesto respecto de los artículos 148, 162 y 191 de la 

Constitución considerándolos aplicables a los miembros de los Consejos Legislativos de los 

Estados,  y nada más. Esta sentencia nada agregó sobre el sentido de las normas, salvo 

como antes se ha dicho, precisar que la norma tiene por objeto salvaguardar la separación 

de poderes y el contrapeso entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo.  

Pero independientemente de la cita jurisprudencial, la Sala Constitucional siguió 

“explicando,” sobre la incompatibilidad establecida en el artículo 191, indicando que: 

“la pérdida de investidura a la que alude el artículo 191 constitucional, es la 

consecuencia jurídica prevista por el Constituyente ante el hecho o circunstancia de 

la aceptación de actividades incompatibles –que por su carácter- van en desmedro de 

la función pública ejercida.” 

Esa “explicación,” en todo caso, como se ha dicho, era errada, pues el artículo 191 

no se refiere a “actividades incompatibles” sino a “cargos públicos” y a “cargos públicos 

en actividades” varias. Pero de esta premisa errada, y distorsionante, fue que derivó, 

entonces, lo único que la Sala Constitucional quería en realidad decidir, de oficio, siguiendo 

sin duda el lineamiento fijado por los otros Poderes del Estado, antes mencionados, 

atendiendo a la “coordinación, “cooperación” y “colaboración” entre los mismos a lo cual 

había hecho referencia la propia Presidente de la Sala Constitucional la víspera de la 

decisión;  y era que: 

“la aceptación de una representación (sea permanente o alterna), indistintamente a 

su tiempo de duración, ante un órgano internacional por parte de un Diputado o 

Diputada a la Asamblea Nacional que está desempeñando su cargo durante la 

vigencia del período para el cual fue electo o electa, constituye una actividad a todas 

luces incompatible, y no puede considerarse como actividad accidental o asistencial, 

pues esa función diplomática va en desmedro de la función legislativa para la cual 

fue previamente electo o electa.” 

Esta “interpretación,” por supuesto, se insiste, es totalmente errada, por múltiples 

razones: 

Primero, porque la “incompatibilidad” que establece el artículo 191 de la 

Constitución, como viene de decirse, es entre la condición de diputado y el ejercicio o 

aceptación de un “cargo público.”   No es una incompatibilidad entre “actividades” como se 

advirtió anteriormente, siendo el argumento de la Sala deliberadamente distorsionante para 

buscar una interpretación igualmente torcida, pero favorable al objetivo perseguido en 

virtud del lineamiento que debía atender. 

Segundo, para que se pueda producir la “incompatibilidad,” el diputado debe haber 

aceptado o ejercicio un “cargo público,” que además sea incompatible con la dedicación 
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exclusiva de la función parlamentaria. Sin embargo, la Sala de lo que habla en su sentencia 

es de la supuesta “aceptación de una representación […] en un organismo internacional,” 

que si se hubiese producido nada tiene que ver con “cargos públicos.” Por lo demás, nada 

se dice en qué consiste eso de aceptar una “representación ante un organismo 

internacional.” ¿En qué consistiría esa “representación”? ¿En cuál carácter sería aceptada? 

Lo que tenía que decidir la Sala, si acaso, era que ser acreditado para hablar en una sesión 

de un organismo internacional con el carácter de diputado de la Asamblea Nacional de 

Venezuela, no era aceptar o ejercer un cargo público. Nada más. Y eso no fue lo que hizo la 

Sala. Esta lo que hizo fue distorsionar la norma a conveniencia, argumentando sobre 

supuestos que la misma no regula. 

Tercero, el que un diputado venezolano sea acreditado por la representación de un 

país que lo invite a asistir a una sesión de la OEA en el que se trataría el tema de 

Venezuela, para que hable en tal carácter de diputado de la Asamblea Nacional venezolana; 

aparte de que en los términos de la Constitución no es aceptar o ejercer ningún “cargo 

público” – única posibilidad de que se aplique la incompatibilidad -, es una “actividad” 

completamente compatible con las funciones de diputado, lo que es más, es de la esencia de 

dicha función teniendo en cuenta, como lo dice la Constitución, que los diputados “son 

representantes del pueblo, no sujetos a mandatos ni instrucciones, sino a su conciencia” 

(art. 201), por lo que de su actuación sólo tienen que dar cuenta a sus electores (art. 197).  

Ante la sentencia, lo que cabe es preguntarse: ¿Cómo puede entenderse que realizar 

esa actividad (que no es ejercer “cargo público” alguno), al decir de la Sala, sin 

argumentación alguna, sino sólo porque sí, “constituye una actividad a todas luces 

incompatible, y no puede considerarse como actividad accidental o asistencial, pues esa 

función diplomática va en desmedro de la función legislativa para la cual fue previamente 

electo o electa.”? ¿Cómo puede llegar la Sala a calificar la acreditación para hablar en un 

organismo internacional como una “función diplomática? Una función diplomática es la 

que realizan los funcionarios diplomáticos en representación de un Estado ante otros 

Estados o ante la comunidad internacional. Para ello, en cualquier Estado del mundo, esos 

funcionarios requieren de un nombramiento que les permita ostentar el “cargo diplomático” 

que es el que le puede permitir realizar funciones diplomáticas. Nada de eso ocurre cuando 

un diputado de la Asamblea Nacional de Venezuela va a hablar sobre Venezuela en tal 

carácter, sin aceptar ni ejercer “cargo público” de Venezuela ni de Estado alguno, en una 

sesión de la OEA donde se va a discutir la situación de Venezuela. ¿Cómo puede decirse 

que ello va “en desmedro de la función legislativa para la cual fue previamente electo” el 

diputado, cuando quien define la función legislativa es el diputado que la ejerce en 

representación del pueblo, conforme a su conciencia?    

Pues bien, con base en todas las distorsiones del texto, letra, espíritu y razón de la 

norma a las cuales hemos hecho referencia, la Sala concluyó con que: 

“Esa es la interpretación que debe dársele al artículo 191 de la Constitución 

concatenadamente a otras disposiciones como el artículo 149 eiusdem, en aras de 

preservar la ética como valor superior del ordenamiento jurídico, el respeto a las 

instituciones del Estado Venezolano y el deber de cumplir de acatar la Constitución, 

las leyes y las normas del ordenamiento jurídico de la República Bolivariana de 

Venezuela. Así se declara.” 

Después de esta “declaración,” que no es otra que considerar que el artículo 191 de 

la Constitución no establece lo que establece, es decir, una incompatibilidad de la situación 
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de diputado con el ejercicio o aceptación de un “cargo público,” sino que establece otra 

cosa – que no establece -, como es una supuesta incompatibilidad del la función legislativa 

con otras “actividades” que la Sala evalúa libremente, pasó entonces la Sala a arrebatarle el 

mandato popular a la diputada Machado. Tal como la Presidenta del Tribunal Supremo lo 

había anunciado el día antes, cuando expresó en un programa de televisión, como antes se 

ha dicho que: “obviamente tiene consecuencias jurídicas” que la parlamentaria María 

Corina Machado haya “aceptado un destino diplomático en un país extranjero.”22 

VII. EL RECURSO AL “HECHO PÚBLICO, NOTORIO Y COMUNICACIONAL” 
PARA SENTENCIAR SIN PRUEBAS, VIOLANDO EL DEBIDO PROCESO 
Para “decidir” sin probar nada sobre lo que ya tenía decidido, la Sala Constitucional 

recurrió al ya inveterado expediente de la existencia de un “hecho público, notorio y 

comunicacional” para decidir, sin probar nada, recurriendo a “recortes de periódicos,”  para 

lo cual citó y transcribió lo que ya antes había decidido en sentencias N° 98 del  15 de 

marzo de 2000 (caso: “Oscar Silva Hernández”)
23
 y N° 280 del 28 de febrero de 2008 

(caso: “Laritza Marcano Gómez”), considerando por tanto, como hechos que no requerían 

prueba para decidir, “y se tienen como ciertos,” una serie de hechos que, dijo la Sala “se 

refiere el asunto examinado en la presente causa,” cuando en realidad no había “causa” 

pues la Sala Constitucional en la sentencia, decidió terminar la única causa que se había 

iniciado mediante demanda, al declararla inadmisible por falta de legitimación de los 

demandantes, con lo cual la causa había quedado terminada..  

Por ello, antes de referirnos a los “hechos públicos y notorios comunicacionales” 

que usó la Sala para decidir – no se sabe cuál “causa” -,  es por tanto necesario y obligado 

volver a preguntarse sobre el tema de a cuál causa se refirió la Sala al mencionar la 

“presente causa.” Es decir,  es necesario saber cuál era la “causa” que estaba decidiendo la 

sala, para poder saber cuál era “el asunto examinado en la presente causa” que mencionó en 

la sentencia.  

Y la verdad es que no había “causa” alguna, es decir, la Sala decidió revocarle el 

mandato popular a una diputada a la Asamblea Nacional, sin “causa” ni proceso; siendo la  

“causa” en materia procesal, la expresión común utilizada en el foro para referirse a un 

“juicio,” o a un “proceso,” lo que significa que la Sala Constitucional, como “máxime 

garante de la Constitución” actuó inconstitucionalmente al decidir un asunto de tanta 

trascendencia como es, en violación del principio democrático, revocarle el mandato 

popular a una diputada que sólo le corresponde al pueblo mediante un referendo 

revocatorio; y todo ello, sin causa, sin proceso, sin juicio, es decir, además, en violación del 

artículo 49 de la Constitución que garantiza el debido proceso.  

La Sala, en efecto, decidió arrebatarle el mandato popular a una diputada, sin 

garantizarle el derecho a la defensa, “que es inviolable en todo estado y grado de la 

                                                           

22
   Véase la reseña de lo que expresó durante el programa José Vicente Hoy, transmitido por Televen, 

publicado por @Infocifras, 31 de marzo de 2014, en 
http://cifrasonlinecomve.wordpress.com/2014/03/30/presidenta-del-tsj-actuacion-de-machado-tiene-
consecuencias-juridicas/ 

23
  Véase sobre esta sentencia véase los comentarios en Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre el 

“hecho comunicacional” como especie del “Hecho Notorio” en la doctrina de la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo” en Revista de Derecho Público, Nº 101, enero-marzo 2005, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2005, pp. 225-232 
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investigación y del proceso” (art.49.1). Quizás la Sala para justificar lo injustificable llegue 

entonces a decir, que como no hubo “proceso” no tenía que garantizarle este derecho a la 

diputado Machado, lo que haría mas aberrante la decisión.  

Pero sin duda que si hubo proceso o “causa” como lo calificó la propia Sala al 

decidir, por lo que estaba obligada a respetar la regla de que “toda persona tiene derecho a 

ser oída en cualquier clase de proceso” (art. 49.3) y a ser “juzgada con las garantías 

establecidas en la Constitución y en la ley” (art. 49.4). Nada de ello ocurrió en este caso, en 

el cual violando todas esas garantías, la Sala decidió una causa o proceso de interpretación 

de la Constitución, pero para despojar de su mandato popular a una diputado para lo cual en 

ningún caso tiene competencia, pues ello sólo corresponde al pueblo que la eligió. 

La Sala Constitucional además, violó la regla de que “toda persona se presume 

inocente mientras no se pruebe lo contrario” (art. 49.2), lo que en materia procesar exige 

que quien alegue algo contra alguien debe probar su alegato. Es decir, que la prueba está a 

cargo de quien acusa o demanda. Y en este caso de inexistencia de “causa”, a la pregunta 

de quién era el “demandante” o “acusador”, no habría otra respuesta que no sea señalar a la 

propia Sala, que fue la que decidió actuar en este caso de oficio. A la Sala Constitucional le 

correspondía entonces probar el supuesto de hecho de la norma el artículo 191 de la 

Constitución para sacar su conclusión preconcebida sobre las “consecuencias jurídicas” de 

la misma, que era la pérdida de la investidura. Para ello, la Sala tenía que haber probado 

primero que había un “cargo público” determinado y que la diputado Machado lo había 

efectivamente aceptado o ejercido, para lo cual debía probar, además, por ejemplo, el 

nombramiento publicado en Gaceta Oficial o el oficio de nombramiento, o actuaciones que 

demostraran el “ejercicio” efectivo del cargo; y en todo caso, probar además –si estaba 

demostrada la aceptación o ejercicio de un “cargo público” que no era el caso - , que el  

nuevo “cargo público” aceptado o ejercido suponía una “dedicación exclusiva.” Todo ello 

requería de actividad probatoria, que en este caso, como el Tribunal estaba actuando de 

oficio, era la Sala la que tenía que asegurarla.  

Pero no! La Sala Constitucional apeló al absurdo expediente de que la norma “opera 

de pleno derecho” para lo cual nadie debía probar nada, sino dar por probados o por ciertos 

determinados hechos, y simplemente, basados en que un enemigo político de la persona 

involucrada formule acusaciones sin fundamento jurídico ni de hecho. Pero como quien las 

formuló fue el Presidente de la Asamblea Nacional, además del Presidente de la República, 

la Sala entonces juzgó que había que actuar de oficio, “coordinadamente,” en 

“colaboración” y “cooperación” con ellos, y simplemente decidir que “de pleno derecho” la 

diputada Machado había perdido su investidura, sin alegatos ni pruebas algunas, es decir, se 

le revocó el mandato popular a una diputada porque así lo resolvió el “máximo interprete y 

garante de la Constitución,” sin causa ni proceso ni prueba alguna, de oficio. 

Una vez decidida la causa iniciada por los concejales Zambrano y Ascensión del 

Municipio Baruta, y declarada inadmisible la demanda, que en el caso era la única “causa” 

existente, la misma cesó, se terminó, y había que archivar el Expediente; y si bien la Sala 

podía formular argumentaciones adicionales o complementarias en un obiter dixit, ello no 

lo podía hacer para iniciar otra nueva supuesta “causa,” sin partes, o actuando la propia 

Sala Constitucional como juez y parte, que fue lo que ocurrió en esta caso, violando uno de 

los principios más elementales de la administración de justicia en el mundo, y es que nadie 

puede ser juez y parte en una causa. 
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Ahora bien, para cometer esta aberración jurídica, con el único propósito de 

revocarle el mandato a la diputada María Corina Machado, la Sala Constitucional 

estableció que los siguientes eran hechos notorios y comunicacionales que daba por ciertos, 

es decir,por probados, y por tanto que no requerían prueba:  

Primero,  

“Que con fecha 5 de marzo de 2014, el Presidente Constitucional de la República 

Bolivariana de Venezuela, ciudadano Nicolás Maduro Moros, en su condición de 

Jefe de Estado, decidió romper relaciones comerciales y diplomáticas con la 

República de Panamá, anunciando al país lo siguiente: “He decidido romper con 

las relaciones diplomáticas y comerciales con Panamá. Nadie va a conspirar 

contra nuestro país. A Venezuela se respeta y no voy a aceptar que nadie conspire 

contra Venezuela para pedir una intervención". Tomado de la página 

web http://www.el-nacional.com/politica/Maduro-Venezuela-rompio-relaciones-

Panama_0_367163449.html (resaltado de este fallo). 

Segundo,  

“Que con fecha 20 de marzo de 2014, fue dirigida una misiva al Secretario General 

de la Organización de Estados Americanos, ciudadano José Miguel Insulza, por 

parte del Representante Permanente de Panamá ante ese organismo, ciudadano 

Arturo Vallarino, para solicitar que a partir de ese día, la ciudadana María Corina 

Machado, fungiera como Representante Alterna de la Delegación de Panamá. En la 

misma, se lee: “Tengo el honor de dirigirme a vuestra excelencia a fin de solicitarle 

tenga a bien acreditar a la diputada María Corina Machado, como Representante 

Alterna de la Delegación de la República de Panamá ante la Organización de 

Estados Americanos, a partir de la fecha”. (Resaltado de este fallo). Tomado de la 

página webhttp://www.informa-tico.com/25-03-2014/lo-dijo-insulza-maria-corina-

silla-prestada.” 

Tercero, 

“Que en Sesión Plenaria de la Asamblea Nacional del día 25 de marzo de 2014, fue 

solicitada la Moción de Urgencia del Diputado Andrés Eloy Méndez, mediante la 

cual requirió la declaratoria de pérdida de la investidura de la ciudadana María 

Corina Machado, como Diputada a la Asamblea Nacional; la cual fue aprobada 
por ese órgano legislativo.” 
De todo lo anterior, la Sala Constitucional dedujo que: 

“es un hecho notorio comunicacional, el que la ciudadana María Corina Machado, 

en su condición de Diputada a la Asamblea Nacional, aceptó participar en el 

Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos “como 

representante alterna del gobierno de Panamá”, por lo que la circunstancia que haya 

podido participar o no, y los términos en que lo hubiese hecho, son irrelevantes, ante 

la evidente violación de las disposiciones constitucionales que regulan la función 

pública legislativa, la condición de ocupar un cargo de Diputada a la Asamblea 

Nacional de la República Bolivariana de Venezuela, y el deber que como todo 

venezolano y venezolana tiene de honrar y defender a la patria, sus símbolos, 

valores culturales, resguardar y proteger la soberanía, la nacionalidad, la integridad 

territorial, la autodeterminación y los intereses de la nación (artículo 130 

constitucional).” 
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La conclusión, por supuesto, nada tiene que ver con lo que regula el artículo 191 de 

la Constitución cuya “consecuencia jurídica” fue la que la Sala consideró que operaba de 

pleno derecho: que pierde la investidura de diputado el que acepte o ejerza un cargo 

público que suponga dedicación exclusiva. En su argumentación, sin embargo, la Sala 

Constitucional no se refirió a ello, sino que a lo que se refirió, fue a que la diputada 

Machado lo que había aceptado era “participar en el Consejo Permanente de la 

Organización de Estados Americanos ‘como representante alterna del gobierno de 

Panamá,’” que nada tiene que ver con el supuesto de hecho ni de derecho de la norma que 

se refiere a la aceptación de un “cargo público dentro del Estado´ venezolano; para concluir 

entonces, que esa sola circunstancia, planteaba una: 

“evidente violación de las disposiciones constitucionales que regulan la función 

pública legislativa, la condición de ocupar un cargo de Diputada a la Asamblea 

Nacional de la República Bolivariana de Venezuela, y el deber que como todo 

venezolano y venezolana tiene de honrar y defender a la patria, sus símbolos, 

valores culturales, resguardar y proteger la soberanía, la nacionalidad, la integridad 

territorial, la autodeterminación y los intereses de la nación (artículo 130 

constitucional).” 

Nada dijo la sentencia, sin embargo, respecto de cómo y porqué una diputado de la 

Asamblea Nacional de Venezuela que hable sobre Venezuela, en tal condición de diputada 

venezolana que actúa en representación del pueblo, en un Consejo Permanente de la OEA 

donde se discutía el caso de la situación en Venezuela, podría haber ”violado disposiciones 

constitucionales” que no se citaron, sobre el deber de honrar y defender a la patria, la 

nacionalidad,  la integridad territorial, la autodeterminación y los intereses de la nación. 

Una afirmación de tal calibre y envergadura no se puede formular sin pruebas que 

demuestren esas agresiones al país, y menos por el “máximo intérprete y garante de la 

Constitución,” y peor, si nada tienen que ver con la aplicación del artículo 191 de la 

Constitución cuya “consecuencia jurídica” era lo que la Sala Constitucional a toda costa 

quería aplicar a la diputado Machado.  

La argumentación final de la sentencia sobre cómo se desarrollan las reuniones de la 

Organización de Estados Americanos, y cómo los países están representados en las mismas 

con miembros permanentes, no tiene relevancia alguna, y menos para concluir como lo hizo 

la Sala que:  

“resulta evidente que la ciudadana María Corina Machado no sólo omitió solicitar la 

autorización al Presidente de la Asamblea Nacional, en atención al artículo 149 de la 

Constitución, para aceptar la designación como representante alterna de otro país 

(Panamá) ante un organismo internacional como lo es la Organización de Estados 

Americanos, sino que, peor aún, pretendió actuar como Diputada a la Asamblea 

Nacional ante ese organismo internacional, sin estar autorizada por la Asamblea 

Nacional ni por las autoridades que dirigen las Relaciones Exteriores de la 

República Bolivariana de Venezuela, en evidente transgresión de lo dispuesto en los 

artículos 152 y 236, numeral 4, de la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela.” 

VIII. DE NUEVO SOBRE EL TEMA DE LA AUTORIZACIÓN DE LA 
ASAMBLEA NACIONAL PARA ACEPTAR CARGOS, HONORES Y 
RECOMPENSAS DE GOBIERNOS EXTRANJEROS, Y LA APLICACIÓN 
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DE PLENO DERECHO DE LA PÉRDIDA DE LA INVESTIDURA DE LA 
DIPUTADA MACHADO, SIN PROCESO  
Con el antes transcrito párrafo de la sentencia, la Sala Constitucional pasó a realizar 

otra argumentación, alejada del artículo 191 de la Constitución, y es la vuelta a lo dispuesto 

en el artículo 149 de la Constitución sobre la necesidad de los funcionarios públicos de 

obtener “autorización de la Asamblea Nacional” – no del Presidente de la misma, como lo 

afirmó erradamente la Sala en la misma sentencia - para aceptar “cargos, honores o 

recompensas de gobiernos extranjeros.” Esta norma, tal como está redactada no tiene “en su 

propio texto consecuencia jurídica” alguna, y para aplicarse tendría que seguirse un 

procedimiento que en ningún caso podría iniciarse de oficio por la Sala Constitucional, 

pues es de la competencia exclusiva del Poder Legislativo, luego de que mediante 

legislación establezca las consecuencias jurídicas de la no obtención de la mencionada 

autorización. 

Pero por lo demás, el hecho de haber sido acreditada la diputado Machado para 

hablar desde el puesto físico de Panamá en la sala de sesiones del Consejo Permanente de la 

OEA, como diputada de la Asamblea Nacional de Venezuela – no como “funcionaria” de 

Panamá ni en representación alguna de Panamá -, sobre la situación de Venezuela  - no de 

la situación en Panamá – ; es una actuación perfectamente legítima que la diputada como 

representante del pueblo puede hacer, quedando sólo sometida a su conciencia (at. 201) y a 

dar cuenta de ello al pueblo que la eligió (art. 197).  

Para ello no necesitaba estar autorizada por la Asamblea Nacional, pues como se lo 

garantiza el artículo 201 de la Constitución, como representante del pueblo, no está sujeta a 

mandatos ni instrucciones y sólo a su conciencia. Tampoco estaba sujeta a obtener 

“autorización” de las “autoridades que dirigen las Relaciones Exteriores de la República,” 

como impropiamente lo afirma la Sala en flagrante violación al principio de la separación 

de poderes, pues son sólo dichas autoridades las que deben ejecutar los principios 

establecidos en los artículos 152 y 236.4 de la Constitución, los cuales por supuesto la 

Diputada Machado no trasgredió en forma alguna, como errada y maliciosamente lo afirmó 

la Sala.  

Lo cierto es que como ya la decisión de arrebatarle la investidura parlamentaria a la 

diputada Machado, o sea, su mandato popular, ya estaba tomada porque así lo querían todos 

los órganos de los Poderes del Estado, tal y como todos lo habían manifestado 

públicamente,
24
 la Sala Constitucional concluyó la “causa” que no existía, y que ella 

inventó, de oficio, en la cual fue juez y parte, sin que la parte afectada pudiera alegar ni 

defenderse, afirmando impropiamente que la “aplicación de la consecuencia jurídica 

prevista en el artículo 191 de la Constitución resulta ajustada al caso planteado, al operar de 

pleno derecho.” Por supuesto, ante este párrafo surgen las preguntas necesarias y 

obligantes: ¿Cuál “caso”? ¿”Planteado” por quién?  En el expediente, en realidad, el único 

                                                           

24
  Véase “Cabello: Por el artículo 191 de la Constitución, María Corina machado “dejó de ser diputada”, 
Globovisión, 24 de marzo de 2014, en http://globovision.com/articulo/junta-directiva-de-la-an-anuncia-
rueda-de-prensa ; y “Nicolás Maduro, indicó que “la exdiputada María Corina Machado la nombraron 
embajadora de la Organización de Estados Americanos, de un gobierno extranjero, se convirtió en 
funcionaria para ir a mal poner a Venezuela, a pedir la intervención”, Reseña de M.C. Henríquez,  
“Maduro: “La exdiputada de la AN, María Corina Machado fue a mal poner a Venezuela,” Noticias24, 
22 de marzo de 2014, en http://noticias24carabobo.com/actualidad/noticia/38925/maduro-la-exdiputada-
de-la-an-maria-corina-machado-fue-a-mal-poner-a-venezuela/ 
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“caso planteado” fue la demanda de unos Concejales del Municipio Baruta contra el 

Presidente de la Asamblea Nacional acusándolo de usurpación de funciones, que la Sala 

declaró inadmisible con lo cual quedó concluida antes de iniciarse el proceso 

correspondiente.  

La decisión de la Sala Constitucional de darle efectos “de pleno derecho,” es decir, 

sin formula de juicio, a la consecuencia jurídica del artículo 191, que es la pérdida de la 

investidura de un diputado por aceptar o ejercer un “cargo público,” aplicada  a la diputada 

Machado, violó la misma norma que se quiso aplicar, pues como se dijo anteriormente, 

nunca dicha norma podría “operar de pleno derecho,” sin que exista previamente una 

actividad probatoria en un juicio contradictorio, con partes, y las garantías judiciales 

debidas, primero, de la existencia de un “cargo público” determinado; segundo, de que 

dicho cargo público fue “aceptado o ejercido” efectivamente por el diputado; y tercero, que 

el mencionado “cargo público” supone “dedicación exclusiva.” Sólo probando esos tres 

supuestos, es que la consecuencia jurídica de la aplicación de la norma podría aplicarse por 

el juez competente, en un proceso judicial.25 

La Sala Constitucional no probó nada de eso, a pesar de que en la “causa” era juez y 

parte, sin que ninguna otra parte participara, y lo único que afirmó fue que la Diputado 

María Corina Machado había aceptado “una representación alterna de un país, […] ante un 

órgano internacional,” considerando sin fundamentación o prueba alguna, que ello 

“constituye una actividad a todas luces incompatible durante la vigencia de su función 

legislativa,” calificando falsamente dicha “actividad,” es decir, el hecho de que hablara por 

Venezuela, como diputada venezolana, en una sesión del Consejo permanente de la OEA 

sobre Venezuela, como una “función diplomática,” considerando de nuevo sin 

fundamentación ni pruebas, que ello no sólo iba “en desmedro de la función legislativa para 

la cual fue previamente electa”, sino, y es lo grave de la conclusión de la Sala, que su 

actuación fue “en franca contradicción con los deberes como venezolana (artículo 130 

constitucional) y como Diputada a la Asamblea Nacional (artículo 201 eiusdem).” Y así de 

simple, concluyó “Así se declara.”   

Esta consideración final, además de inconstitucional, es una infamia imperdonable 

en la cual han incurrido los señores magistrados de la Sala Constitucional, contra una 

diputada que lo que ha hecho es cumplir su misión de representar al pueblo, sin sujeción a 

mandatos ni instrucciones sino conforme a su conciencia, como se lo manda precisamente 

el artículo 201 de la Constitución – y no en contra del mismo como maliciosamente lo 

indica la Sala en su sentencia -, y en tal carácter, juzgó conforme su conciencia, que debía 

hablar ante la OEA como diputada venezolana, sobre Venezuela, en una sesión donde se 

discutiría la situación política del país.  

La Sala Constitucional violó además el principio de separación de poderes al 

pretender juzgar, “sin juicio,” la actuación de una diputada electa en representación del 

pueblo, y se dió el lujo de concluir una decisión, afirmando – condenándola -, que la 

Diputada con su actuación ha contradicho sus “deberes como venezolana” que están en el 

artículo 130 de la Constitución, los cuales, al contrario, todos fueron por ella cumplidos al 

acudir ante la OEA, y que son: “honrar y defender a la patria, sus símbolos y valores 

                                                           

25
  Véase sobre esto lo expuesto por Carlos J. Sarmiento Sosa, “La investidura parlamentaria y su pérdida,” 

en E Universal, Caracas 27 de marzo de 2014, disponible en 
http://www.eluniversal.com/opinion/140327/la-investidura-parlamentaria-y-su-perdida 
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culturales, resguardar y proteger la soberanía, la nacionalidad, la integridad territorial, la 

autodeterminación y los intereses de la Nación”;  deberes todos, que en cambio, han sido 

violados y violentados por los que ejercen el poder en Venezuela bien “coordinadamente,” 

en “cooperación” estrecha, en el marco del régimen autoritario que se ha establecido en los 

últimos quince años.
26
 

IX.  LA INTERPRETACIÓN INCONSTITUCIONAL DE LA CONSTITUCIÓN O 
LA MUTACIÓN ILEGÍTIMA DE LA CONSTITUCIÓN 
Por último, se observa que en el capitulo IV de la sentencia, que contiene la 

“decisión,” después de haber resuelto en párrafos precedentes sobre muchas otras cosas, sin 

control, como se ha comentado, la Sala se limitó a declarar que tenía competencia para 

conocer de la “acción propuesta” que no fue otra que la demanda de los concejales contra el 

Presidente de la Asamblea Nacional; que  dicha acción propuesta fue declarada 

inadmisible, y que. por último:   

“INTERPRETA constitucionalmente el sentido y alcance del artículo 191 de la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en lo que se refiere a la 

aceptación de una actividad de representación (sea permanente o alterna), 

indistintamente a su tiempo de duración, ante un órgano internacional por parte de 

un Diputado o Diputada a la Asamblea Nacional que está desempeñando su cargo 

durante la vigencia del período para el cual fue electo, y su incompatibilidad con 

dicha función legislativa.” 

Ya hemos mencionado en relación con el artículo 191 de la Constitución, que lo que 

regula es la aceptación o ejercicio de un “cargo público” por un diputado, a lo que nos 

hemos referido a lo largo de estos comentarios, por lo que la “interpretación” adoptada por 

la Sala es simplemente inconstitucional, ya que con ella lo que ha decidido es una mutación 

del texto y contenido del mencionada artículo 191 de la Constitución, al cambiar la 

expresión constitucional de “cargo público” que es la que puede originar alguna 

“incompatibilidad,” y trastocarla por la expresión “actividad,” para inventar una 

incompatibilidad entre actividades, usurpando así el poder constituyente del pueblo que es 

el único que puede reformar la Constitución. 

Como último comentario vale la pena señalar que incluso si se aceptara que la Sala 

Constitucional llevó a cabo una “reforma” velada de la Constitución, a través de esta nueva 

“interpretación” adoptada respecto de su texto, su decisión sólo podría tener efectos hacia 

futuro, conforme a la garantía constitucional de la irretroactividad de la ley plasmada en la 

misma Constitución (art.24), y nunca hacia el pasado o con efectos retroactivos; es decir, 

sólo se podría aplicar si se diera el supuesto que ahora se ha establecido o “regulado” en la 

sentencia después de que la misma hubiera sido publicada en la Gaceta Oficial, por lo que 

no podría aplicarse, en ningún caso, a la diputada María Corina Machado.  

Con sentencias como la que hemos comentado, y con atropellos como los que 

contiene, como persona que le ha dedicado su vida al derecho, no podemos menos que 

                                                           

26
  Véase Allan R. Brewer-Carías, Authoritarian Government v. The Rule of Law. Lectures and Essays 
(1999-2014) on the Venezuelan Authoritarian Regime Established in Contempt of the Constitution, 
Fundación de Derecho Público, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2014. 
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exclamar: Qué terror! Que terrible tragedia que en Venezuela hayamos caído en manos de 

“jueces del horror.”
 27
 

Por ello, con razón, en el Editorial de Analítica.com, del 2 de abril de 2014, titulado 

“El tribunal Supremo del mal,” se lee lo siguiente sobre la sentencia que hemos comentado: 

“En la Venezuela actual una sala parecida es la sala constitucional del tribunal 

supremo, que se ha caracterizado por ser el instrumento más dócil y más veloz en 

cumplir los requerimientos del régimen.  

Una de esas sentencias sumarias fue la que emitieron, entre gallos y medianoche, el 

lunes 31 de marzo, mediante la cual, sin un debido proceso, le arrebataron de un 

solo plumazo la inmunidad parlamentaria a la diputada María Corina Machado. La 

justificación que dieron para realizar ese acto, a todas luces violatorio de los 

derechos de la diputada, fue por vía de la interpretación de un oscuro artículo de la 

Constitución y sin permitirle a la parte agraviada que esgrimiese argumento alguno 

en su defensa. 

Esta acción de la sala constitucional entrará en los libros de derecho constitucional 

 como un ejemplo aberrante de extra limitación de atribuciones para cometer una 

violación a la letra de la constitución que prevé taxativamente las únicas causas 

mediante las cuales se le puede quitar la inmunidad a un diputado que, no 

olvidemos, es el representante de la voluntad popular.”
28
  

 

New York, 3 de abril de 2014, 9:37 pm. 

                                                           

27
   La expresión es una derivación del título del libro de Ingo Müller, Furchtbare Juristen. Die unbewältigte 
Vergangenheit unserer Justiz, con traducción de Carlos Armando Figueredo bajo el título: Los Juristas 
del Horror. La justicia de Hitler: El pasado que Alemania no puede dejar atrás, Caraca 2006. El libro, 
como se nos dice acertadamente en su Prólogo, es una obra: “que todo ser humano debería leer con 
cuidado y atención, para evitar que la perversión de la justicia se repita. Que nunca más la justicia se 
politice y se coloque en posición de servilismos frente a un Poder Ejecutivo intransigente y 
antidemocrático. No hay justificación alguna para que en nombre de una revolución se le haga tanto daño 
a pueblo alguno.” Esos “los juristas del horror, como más recientemente nos lo ha recordado el propio 
traductor de la obra, “fueron todos aquellos catedráticos del derecho, abogados, jueces, fiscales y 
filósofos que se prestaron para darle una supuesta armazón jurídica a una de las peores dictaduras que ha 
conocido la humanidad como fue la de Adolf Hitler.” Véase Carlos Armando Figueredo, “Venezuela 
también tiene sus ‘Juristas del Horror,’” en Analitica.com, 3 de abril de 2009, en 
http://www.analitica.com/va/politica/opinion/7272707.asp   

28
  Véase en http://www.analitica.com/va/editorial/8282103.asp 


